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DICTAMEN CON PUNTO DE ACUERDO RELATIVO A LA INVESTIGACIÓN DE LOS PRESUNTOS ABUSOS SEXUALES EN CONTRA DE NIÑOS MIGRANTES MEXICANOS EN LOS ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA.

HONORABLE ASAMBLEA
A la Comisión de Relaciones Exteriores de la LXIV Legislatura de la Cámara de Diputados le fue turnada, para su estudio y dictamen, la Proposición con Punto de Acuerdo, por el que se exhorta al Ejecutivo federal, a través de la SRE, para que se investiguen los presuntos abusos sexuales en contra de niños migrantes en los Estados Unidos de América.
La Comisión de Relaciones Exteriores, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 39 y 45, numeral 6, incisos e) y f) de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos; 80, numeral 1, fracción VI; 82, numeral 1, y 85 del Reglamento de la Cámara de Diputados, y habiendo analizado el contenido de la proposición con punto de Acuerdo, somete a consideración de esta Honorable Asamblea el presente dictamen, al tenor de lo siguiente:

ANTECEDENTES 

1. Con fecha 21 de abril de 2021, la Diputada Mariana Dunyaska García Rojas, integrante del Grupo Parlamentario del PAN, presentó la Proposición con Punto de Acuerdo que exhorta al Ejecutivo Federal, a través de la SRE, para que se investiguen los presuntos abusos sexuales en contra de niños migrantes en los Estados Unidos de América.

2. En la misma fecha, la Proposición con Punto de acuerdo fue turnada para su estudio y dictamen a la Comisión de Relaciones Exteriores y fue recibida con fecha 27 de abril último. 

CONTENIDO DE LA PROPOSICIÓN

La Diputada expone textualmente en sus consideraciones lo siguiente:
“El Departamento de Justicia de Estados Unidos de América (EUA) recientemente dio a conocer que el gobierno federal estadounidense recibió en cuatro años más de 4 mil 500 quejas por abuso sexual a niños migrantes que estaban en custodia de centros de detención financiados por el estado y que hubo un notorio aumento en las denuncias durante la política de separación familiar de Donald Trump.
De acuerdo con tales denuncias se trata de niños que ingresaron a EUA sin acompañamiento adulto –o que fueron separados de sus padres en la frontera–, que fueron acosados de distintas maneras (tocados, besados, observados mientras se bañaban, casos de violación, por personal adulto de los centros; y algunos casos de posible abuso sexual por parte de otros menores de edad en los centros).
De octubre de 2014 a julio de 2018, la Oficina de Reasentamiento de Refugiados (ORR), la parte del Departamento de Salud y Servicios Humanos que cuida a los menores no acompañados, recibió 4 mil 556 denuncias de abuso o acoso sexual; mil 303 de ellas fueron referidas al Departamento de Justicia. El reporte dice que de esos mil 303 casos considerados los más serios, 178 eran acusaciones de que el personal adulto de los centros había abusado sexualmente de los niños migrantes y el resto eran acusaciones de abuso sexual de los menores por parte de otros niños.1 
A este respecto Jonathan Hayes, director en funciones de la ORR en un comunicado expresó que “La seguridad de los menores es nuestra principal preocupación en la gestión del programa UAC (menores no acompañados) y que ninguna de las acusaciones involucran al personal federal de ORR. Todas las acusaciones fueron investigadas y se tomaron acciones correctivas cuando fue apropiado”. Los registros indican que se determinó que algunas de las denuncias eran infundadas o que no había evidencia suficiente para procesarlas.
Los documentos, reportados en un inicio por el medio Axios , fueron hechos públicos por el representante demócrata de Florida, Ted Deutch, justo antes de una audiencia sobre la política de separación familiar en la Comisión de Asuntos Jurídicos de la Cámara de Representantes, realizada el martes 26 de febrero. Con la política de separación adoptada a principios de 2018, más de 2 mil 700 menores de edad fueron alejados de sus padres.
Entre marzo y julio de 2018 la agencia recibió 859 quejas, la mayor cantidad de reportes en cualquier periodo de cinco meses de los años previos. De esas quejas 342 fueron referidas al Departamento de Justicia, de acuerdo con el informe.
Durante la audiencia del martes, una discusión de los registros llevó a un intercambio intenso entre el representante Deutch y el comandante Jonathan White, del Cuerpo Comisionado del Servicio de Salud Pública de EUA, quien advirtió en varias ocasiones el año pasado a un funcionario del Departamento de Salud y Servicios Humanos que la política de separación familiar causaría trauma permanente entre los niños afectados.2 
En dicha audiencia Deutch señaló que al menos 154 de las denuncias son en contra de trabajadores de las propias instalaciones, es decir, en promedio, una agresión sexual perpetrada por alguien del Departamento de Salud y Servicios Humanos (HHS) sobre un menor no acompañado por semana.3 Por su parte, White clarificó que dichas acusaciones no son contra personal del HHS sino contra contratistas que son pagados por el HHS para gestionar los centros de detención de menores inmigrantes.
Se debe tomar en consideración que los refugios son gestionados por centros que ofrecen servicios de cuidado infantil con permisos de las autoridades del estado y que cada uno de los concesionarios que gestionan los refugios está autorizado por los correspondientes servicios de cuidado infantil del estado. Y que además de los estrictos estándares que debe aplicar la ORR, los controles de antecedentes de todos los empleados son obligatorios.
Las cifras de abusos fueron reveladas al mismo tiempo que demócratas del Comité de la Cámara sobre Supervisión y Reforma votaron para emitir citaciones a funcionarios del gobierno de Trump involucrados en la ahora suspendida política de separación de padres e hijos que cruzaban de forma ilegal la frontera entre México y EUA.
Esta política incluía la aceleración del proceso para determinar si las personas son elegibles para quedarse en el país, la expulsión inmediata a quienes se les niegue la permanencia y el procesamiento penal a los inmigrantes que entren al país de forma ilegal por primera vez (antes eran procesados por la vía civil). La separación de las familias fue consecuencia de esta política ya que al no ser imputados por ningún delito, los hijos de los inmigrantes procesados no podían estar en la cárcel con sus padres y eran separados.4 
Sin embargo, las acusaciones presentadas por Deutch van más allá de la práctica de separación de familias, pues los documentos se remontan a años anteriores y las denuncias comprenden también casos de menores inmigrantes que no fueron separados, sino que cruzaron solos la frontera.
Indudablemente la política de “tolerancia cero” de la administración Trump fue nociva e inconstitucional, destrozó a familias y sus hijos todavía están sufriendo las consecuencias más de un año después de que fueran reunificados.
Algunas de las denuncias van acompañadas de demandas de indemnización para obtener una compensación que ayude a mitigar los daños sufridos y para garantizar que el gobierno nunca más implemente una política tan maliciosa.5 
En virtud del interés superior de la niñez, los abusos sexuales denunciados, independientemente de ser realizados por personal de las instalaciones, por contratistas, o por otros menores migrantes –ante la negligencia de las autoridades– deben ser investigados, sancionar a los responsables conforme a derecho y proporcionar a las víctimas (menores abusados y familiares) toda la atención y apoyo médico y sicológico que requieran.
Acción Nacional manifiesta su rechazo absoluto hacia cualquier tipo de violación a los derechos humanos de la niñez y, en este caso específico, de los menores de edad migrantes, que en estas condiciones ya viven situaciones y experiencias traumáticas, agravadas por abusos sexuales por parte de quienes debieran desempeñar un rol cuidador y protector. Por ello, estimamos prioritario que el Poder Ejecutivo federal cumpla su compromiso con la protección de los derechos humanos de todos los mexicanos, incluyendo las personas mexicanas en el exterior, a quienes en caso de padecer los abusos sexuales denunciados y antes referido, es indispensable proporcionarles el apoyo consular necesario.
Por lo anteriormente descrito, someto a la consideración de esta soberanía los siguientes
Puntos de Acuerdo
Primero. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores a través de los Consulados Generales en Estados Unidos, a dar seguimiento a los presuntos abusos sexuales en contra de migrantes mexicanos, menores de edad, durante su estancia en centros de detención financiados por el estado, a fin de proteger los derechos humanos de las personas mexicanas en el exterior.
Segundo. La Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión exhorta a la Secretaría de Relaciones Exteriores para que el personal de los Consulados Generales de México en Estados Unidos de América, a través de los instrumentos diplomáticos y jurídicos de que disponga, solicite la información precisa y oportuna a las autoridades competentes sobre los procedimientos realizados, les dé seguimiento y, en su caso, proporcione el apoyo consular necesario a las víctimas de nacionalidad mexicana”.

Una vez establecidos los antecedentes y el objetivo de la proposición, los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores que suscriben el presente dictamen, exponen las siguientes:

CONSIDERACIONES.
PRIMERA. En el año 2014, el Gobierno de Estados Unidos de América, que en aquel entonces estaba encabezado por Barack Obama, se enfrentaba a una de las peores crisis migratorias de su historia hasta ese momento, ya que, entre octubre de 2013 y mayo de 2014, la Patrulla Fronteriza detuvo a 46,188 menores de 17 años, los cuales quedaban bajo responsabilidad del Gobierno hasta que estos se enfrentaban a las Cortes de inmigración, con escasas posibilidades de éxito.

Cinco años después, el gobierno de Donald Trump se caracterizó por una serie de políticas migratorias que causaron controversia tanto a nivel interno, como a nivel internacional. Una de las más criticadas fue la política de “Tolerancia Cero” implementada en 2018, la cual implicaba la separación de las familias, ya que, al no ser imputados por ningún delito, los hijos de los inmigrantes procesados no podían estar en la cárcel con sus padres y eran trasladados a centros de detención.
En estas circunstancias, los menores separados de sus familias, así como los menores no acompañados que entraban a territorio estadounidense eran trasladados a centros de detención financiados por el Estado.

SEGUNDA. Bajo el contexto descrito anteriormente, no es extraño que la gran cantidad de menores que quedaban bajo resguardo del Estado en centros de detención, estuvieran expuestos a todo tipo de violencia, ya sea por el personal de los centros de detención, o por los mismos menores con los que se encontraban recluidos, prueba de ello son las cifras que presentó en 2019 el congresista demócrata, Ted Deutch, las cuales revelan que, en el periodo 2014-2018, el Departamento de Salud de Estados Unidos recibió más de 4.500 denuncias de abuso sexual sobre menores inmigrantes detenidos. Por su parte, el Departamento de Justicia recibió otras 1.303 denuncias adicionales de abuso sexual sobre menores no acompañados durante el mismo período.

TERCERA. Durante sus tres primeros meses en el cargo, el gobierno de Joe Biden se está enfrentando a una crisis similar, o incluso peor en materia de migración, ya que de acuerdo a cifras de la Oficina de Aduanas de Estados Unidos (CBP), en marzo de 2021 se reportó un número aproximado de 19,000 menores no acompañados detenidos, cifra 5 veces mayor de la registrada en marzo de 2020, lo que representa la mayor cifra desde que se tiene registro.
Hasta el momento, el Gobierno estadounidense se ha negado a regresar a los menores a sus países de origen, sin embargo, los procesos logísticos de los refugios se están viendo superados, dejando a los menores hacinados bajo condiciones deplorables y de vulnerabilidad, como algunos medios lo han apuntado.
El 7 de abril de 2021, el Departamento de Servicios de Familia y de Protección de Texas mencionó a la Cadena CNN, en un correo electrónico, que recibió tres informes distintos. Según dijo, se denunciaba “abuso y negligencia” en el sitio. La Comisión de Salud y Servicios Humanos de Texas también dijo que la agencia “recibió un reporte de presunto abuso y negligencia que involucra a niños” en la instalación.
Por su parte, el 8 de abril del año en curso, el Departamento de Salud y Servicios Humanos de EE.UU. informó que se encontraba investigando acusaciones de abuso en un lugar que alberga a menores migrantes no acompañados en Texas, según información de la Casa Blanca. La medida ocurrió después de que el gobernador republicano de Texas, Greg Abbott, señaló que el estado había recibido pistas de que los niños dentro de las instalaciones sufrían abusos. El funcionario, además, pidió el cierre del sitio.
Lo anterior, demuestra que la magnitud de los actuales flujos migratorios, particularmente de menores de edad aumenta gravemente la probabilidad de que se sigan cometiendo todo tipo de abusos y violaciones hacia sus derechos fundamentales, sobre todo por el hecho de que los refugios se están viendo superados en términos logísticos y administrativos, lo que dificulta una adecuada gestión y supervisión.

CUARTA. México es un país comprometido con la promoción de los derechos humanos de los menores de edad, lo cual ha quedado establecido en las propias leyes internas, tales como la LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, en los tratados internacionales referentes a la materia de los que forma parte, como la Convención de los Derechos del Niño y dos de sus protocolos facultativos, con consonancia con lo dispuesto en el artículo 1º de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Proteger y dar la atención necesaria a los menores de edad que por cualquier motivo se encuentren en otro Estado, es competencia de la Secretaría de Relaciones Exteriores, ya que, dentro de sus atribuciones, tiene como misión la atención a los mexicanos en el extranjero. Para ello, la Cancillería mexicana cuenta con una muy amplia red de consulados en los Estados Unidos de América, que son el primer contacto del Estado mexicano con niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados. Por ende, a su cargo se encuentra la determinación de las primeras medidas de protección a su favor.
Los Consulados, a su vez, disponen de diferentes herramientas para dar atención a menores que se encuentren en situación de vulnerabilidad, por ejemplo, el Protocolo para la atención consular de niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados, elaborada por la propia Secretaría en conjunto con la UNICEF, y que tiene por objeto asegurar el cumplimiento adecuado de las obligaciones relacionadas con la protección integral de niñas, niños y adolescentes migrantes no acompañados o separados de sus familias en virtud de la situación de especial vulnerabilidad que presentan, siempre teniendo en cuenta el interés superior del niño.
 
QUINTA. Esta dictaminadora considera que todo abuso, ya sea de tipo sexual, físico o psicológico, puede traer consigo graves consecuencias en el desarrollo de cualquier ser humano, sobre todo en aquellos que presentan una especial condición de vulnerabilidad, como lo son los menores de 18 años. Es por eso que, con base en las leyes e instrumentos internacionales antes mencionados, es obligación del Estado mexicano proveer la protección necesaria y procurar las investigaciones correspondientes para hallar y dar la atención necesaria a todos los menores de nacionalidad mexicana cuyos derechos humanos se hayan visto vulnerados en su estancia dentro de los refugios o centros de detención en territorio estadounidense.
Por todo lo anterior, se estima conveniente modificar el resolutivo del punto de acuerdo para quedar como sigue:
“ÚNICO. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores para que, en el ejercicio de sus facultades y competencias, a través de la red consular mexicana en los Estados Unidos de América, y en coordinación con las autoridades competentes de ese país, procure realizar la investigación correspondiente para localizar a los menores de nacionalidad mexicana que en su momento hayan sido víctimas de cualquier tipo de abuso durante su estancia en centros de detención para menores migrantes no acompañados o separados de sus familias y, en los casos requeridos, se tomen las medidas conducentes para brindarles la atención consular necesaria y dar el seguimiento correspondiente, con el objetivo de salvaguardar sus derechos humanos, y sano desarrollo integral.”

En virtud de lo expuesto, las y los integrantes de la Comisión de Relaciones Exteriores sometemos a la Asamblea el siguiente:

ACUERDO
ÚNICO. La Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión exhorta respetuosamente al titular de la Secretaría de Relaciones Exteriores para que, en el ejercicio de sus facultades y competencias, a través de la red consular mexicana en los Estados Unidos de América, y en coordinación con las autoridades competentes de ese país, procure realizar la investigación correspondiente para localizar a los menores de nacionalidad mexicana que en su momento hayan sido víctimas de cualquier tipo de abuso durante su estancia en centros de detención para menores migrantes no acompañados o separados de sus familias y, en los casos requeridos, se tomen las medidas conducentes para brindarles la atención consular necesaria y dar el seguimiento correspondiente, con el objetivo de salvaguardar sus derechos humanos, y sano desarrollo integral.
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